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LOS ORíGENES POLíTICOS
DE LA PLANIFICACION

COSTARRICENSE
------------------- Daniel Masís Iverson -

Este artículo extrae las ideas principales expuestas en
otro trabajo más amplio, Los orígenes de la planifica-
ción en Costa Rica: ensayo de interpretación políti-
ca, presentado como tesis de grado para optar a la Li-
cenciatura en Ciencias Políticas, Universidad de Cos-
ta Rica, en febrero de 1980. Prescindiremos aquí de
las cansadas citas bibliográficas, e intentaremos utili-

zar el estilo más libre del ensayo; a la vez, indicamos
al lector que el apoyo para nuestras afirmaciones se
encuentra en el trabajo citado. Aclaramos además
que la Ley de Planificación objeto de nuestro análisis
es la No. 3.087 del 31 de enero de 1963. La ley vi-
gente hoy día es otra: No. 5.525 del 2 de mayo de
1974.
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A nuestro juicio, en Costa Rica ha pene-
trado demasiado profundamente la errónea
noción de que la técnica es políticamente neu-
tral, ascéptica, incontaminada. La planifica-
ción aparece ante el ciudadano medio, y lo
que es todavía más grave, ante el mismo plani-
ficador, como aplicación de la más pura y es-
tricta racionalidad científica. Desde luego, no
discutimos que la planificación sea racional.
Lo que sí discutimos, sin embargo, es que exis-
ta una sola racionalidad; si así fuere, no habría
sido necesario para el populismo costarricense
tomar las armas en 1948 para iniciar la im-
plantación de su modelo económico, social y
poi ítico: habría bastado la persuasión verbal
tanto de la oligarquía tradicional como de los
sectores trabajadores encabezados por el Parti-
do Comunista de entonces.

En realidad, pocas cosas son tan políti-
cas como la planificación del desarrollo econó-
mico y social. El concepto mismo de desarro-
llo implica elección política. Si desarrollo se
entiende como crecimiento económico, poco
importa cómo se distribuya el ingreso prove-
niente del aumento de la producción; pero eso
ya es una elección poi ítica, la de sacrificar a
los sectores trabajadores del país en cuestión.
Si, por el contrario, importa la distribución
del ingreso para el concepto de desarrollo, en-
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tonces surge el problema poi ítico de elegir en
qué proporción será efectuada esa distribución
para cada sector social. La planificación no es
otra cosa que el ordenamiento cuidadoso, téc-
nico, de estas y otras opciones poi íticas en un
solo esquema de acción.

Pero más aún, no se puede lograr un es-
quema, un plan de acción coherente, y menos
ejecutarlo, si no se cuenta con el poder poi íti-
ca necesario para llevarlo a cabo. Ese poder
por lo general no es suficiente all í donde está
dividido socialmente, donde está repartido de
manera tal que distintas clases y sectores con
intereses diversos y contradictorios, incluyen-
do la misma burocracia estatal, tienen cuotas
significativas de ese poder. La viabilidad de un
plan, en ese contexto, depende de cuán certe-
ramente sus creadores han valorado la correla-
ción de fuerzas poi íticas e institucionales, así
como las fuerzas internacionales que influyen
sobre esa correlación interna. Dentro de ese
marco, el éxito del plan depende, en propor-
ción directa, del grado de certeza de dicha va-
loración y del grado de flexibilidad, de capaci-
dad de maniobra prevista. No hay, pues, nada
más político que un plan de desarrollo y de la
planificación en general.

Podemos profundizar más todavía en es-



te punto. El mismo tipo de aparato institucio-
nal, de oficina si se quiere, que se crea, y las
atribuciones que se le den para planificar, de-
penden de un proceso poi ítico previo: en nues-
tro país, del proceso que va desde la concep-
ción de una ley de creación de la oficina o sis-
tema de planificación, pasando por la discu-
sión y negociación de ese proyecto en la Asam-
blea Legislativa, su aprobación y su implanta-
ción. El margen de maniobra, el marco de ac-
ción de que hablamos antes, aparece así en
buena medida dado previamente a la misma
creación de la oficina y de la confección del
primer plan. Se puede crear una oficina con
capacidad de influir en mayor o menor grado
sobre el sector público y sobre el sector priva-
do de la economía.

Dentro de esta perspectiva es que ofre-
cemos al lector nuestra interpretación acerca
de los orígenes poi íticos de la planificación
costarricense.

La fundación de la Oficina de Planifica-
ción en Costa Rica fue el producto de la con-
fluencia de diversas corrientes y fuerzas socia-
les y poi íticas nacionales e internacionales. Es-
tas fuerzas y corrientes, a grandes rasgos, fue-
ron las siguientes.

A finales de los años cincuenta y princi-
pios de los sesenta, hubo un viraje en la poi íti-
ca exterior de los Estados Unidos hacia Améri-
ca Latina, provocado por el temor de la insur-
gencia que estaba irradiando la revolución cu-
bana. La necesidad de mantener la estabilidad
poi ítica en el continente, junto con la de pro-
teger sus propios intereses en éste (fuentes de
productos primarios, mercados para las expor-
taciones, y más recientemente, nuevos intere-
ses industriales) hizo que los Estados Unidos
lanzaran una nueva estrategia de acercamien-
to a los sectores modernizantes, antioligárqui-
cos y promotores de una industrialización la-
tinoamericana, orientada a la creación de un
capital ismo privado autónomo.

La Alianza para el Progreso fue la llama-
da a llenar la necesidad de contener el proceso
revolucionario a través de una estrategia im-
pulsada por el Estado, de crecimiento econó-
mico y de reformas estructurales. Se produjo
una fusión momentánea entre las poi íticas de
los Estados Unidos y del desarrollismo popu-
lista latinoamericano, éste último vanguardiza-
do técnicamente por la CEPAL. Era precisa-
mente parte del proyecto cepalino de desarro-
llo, apadrinado por la Alianza para el Progre-
so, el objetivo de realizar reformas estructura-
les, de corte antioligárquico, principalmente
una reforma agraria y una reforma tributaria,
todo ello dentro del marco de un sistema na-
cional de planificación, promotor de una in-
dustrialización. La ayuda financiera norteame-
ricana a través de la Al ianza se condicionó a la
fundación de una oficina de planificación en
cada país signatario de la Carta de Punta del
Este, y de la realización a través de estas ofici-
nas de los preparativos para efectuar las refor-
mas estructurales y dirigir la nueva estrategia
de desarrollo.

Sin embargo, debido a las contradiccio-
nes engendradas por esta nueva poi ítica norte-
americana dentro del propio aparato estatal de
los Estados Unidos, así como de las limitacio-
nes que tenían los sectores modernizantes y
desarrollistas latinoamericanos para imponer
su proyecto político a las oligarquías tradicio-
nales, para 1963 ya era un hecho que los obje-
tivos originales de la Alianza de obtener refor-
mas profundas habían fracasado. Donde la re-
forma agraria tendía a debilitar el poder terra-
teniente, la resistencia de la oligarquía la liqui-
daba. Donde la reforma agraria tocaba los in-
tereses de las compañ ías norteamericanas, el
mismo gobierno de los Estados Unidos, en
alianza con la oligarquía se encargaba de liqui-
darla (como sucedió, por ejemplo, en Hondu-
ras) 1. En otros casos, incluyendo el de Vene-
zuela y el de Costa Rica, la "reforma agraria"
no iba más allá de débiles intentos de coloni-
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zación agrícola. La reforma tributaria tampo-
co era viable 2, Y por otra parte, la insistencia
de los Estados Unidos, así como de los bancos
de la Alianza en la estabilidad monetaria, tam-
bién frenaba desde un inicio cualquier intento
de desarrollo, al excluir la posibilidad del uso
de la financiación deficitaria para promover la
reforma en el agro, y la industrialización.

Al fracasar las reformas estructurales
'quedó vaciada de su contenido la planificación
del desarrollo ideada con los propósitos de los
sectores modernizantes, apadrinados teórica-
mente por la CEPAL, de reforma antioligár-
quica.

La actitud de la oligarquía en América
Latina, en cuanto al programa de la Alianza
para la planificación fue -usando la termino-
logía de Aldo Solari- de querer aislar lo que
para ella era la "componente buena", a saber,

la ayuda financiera norteamericana, de la
"componente mala", o sea, las reformas es-
tructurales y la efectiva planificación del desa-
rrollo. Así también fue la actitud de la oligar-
quía costarricense, el bloque tradicional agro-
exportador y comercial-importador.

En Costa Rica, la concepción embriona-
ria sobre la planificación provino del Centro
para el Estudio de los Problemas Nacionales
(fundado en 1940), cuyo análisis de la socie-
dad costarricense y cuyo proyecto poi ítico
eran inspirados en el populismo aprista. Su
concepción de la planificación dentro de este
proyecto poi ítico. aunque sin contornos preci-
sos, quería que aquélla abarcara, siempre den-
tro de un marco capitalista de desarrollo, el
conjunto de la economía nacional.

Esta estrategia populista de crear en
Costa Rica un modelo de capitalismo privado
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autónomo, apoyado en un Estado intervencio-
nista, fue recogida por el Partido Social Demó-
crata (que resultó, en 1945, de la fusión del
Centro con el grupo político Acción Demócra-
ta). El Partido Social Demócrata fue la fuerza
principal del Movimiento de Liberación Nacio-
nal de 1948, y se convirtió en el Partido Libe-
ración Nacional en 1951.

Cuando, después de la guerra civil, el
Movimiento de Liberación Nacional tomó el
poder en 1948, dentro de su proyecto poi ítico
populista, se realizaron intentos de planificar
la actividad del sector público, comenzando
por el fortalecimiento de la coordinación en-
tre varias dependencias del gobierno central.
Sin embargo, no hubo oportunidad de progre-
sar mucho en esta dirección, entre otras razo-
nes, porque no había suficiente personal técni-
camente capacitado para organizar la planifi-
cación en el sector público, y porque el perío-
do de dieciocho meses en que estuvo la Junta
de Gobierno (del Movimiento) en el poder fue
demasiado corto.

Durante el primer gobierno constitucio-
nal de don José Figueres (1953-1958) la con-
cepción de la planificación que predominó fue
más limitada que la visión centrista original:
durante estos años el gobierno entendió por
planificación básicamente la fundación de ofi-
cinas internas de planearniento en algunos mi-
nisterios e instituciones descentralizadas, así
como la confección de algunos proyectos de
desarrollo específicos, como el "Plan Pesquero
Nacional".

No obstante, durante este gobierno, y
en general durante toda la década de los años
cincuenta, se produjeron proyectos de crea-
ción de una oficina y un sistema nacional de
planificación. De estos proyectos, los más im-
portantes fueron confeccionados por cuadros
técnicos del Partido Liberación Nacional, vin-
culados al "Proyecto de Investigación del De-

sarrollo Económico" de la Universidad de Cos-
ta Rica. En este período, estos cuadros técni-
cos fueron fuerte y directamente influidos por
la doctrina de la CEPAL acerca del desarrollo
y la planificación 3. Varios de estos cuadros
técnicos, que desde poco tiempo después ven-
drían a ocupar importantes puestos en la ad-
ministración pública costarricense, sobre todo
durante los gobiernos del Partido Liberación,
fueron directamente adiestrados por la CE-
PAL, en el Instituto Latinoamericano de Pla-
nificación Económica v Social (1 LPES), en
Santiago de Chile.

La oportunidad para estos sectores pro-
fesionales del Partido Li beración Nacional,
que eran los más interesados en promover un
proyecto de sistema de planificación nacional,
se presentó con el ascenso del presidente Fran-
cisco Orlich al poder (1962), que coincidió
con el momento de cumplir con el compromi-
so adquirido, desde el gobierno anterior, con
la Alianza para el Progreso de fundar una ofi-
cina de planificación. Para entonces, el pro-
yecto político del PLN había registrado avan-
ces considerables: se habían nacionalizado los
depósitos bancarios (1948); se habían funda-
do diversas instituciones autónomas: El Insti-
tuto Costarricense de Electricidad (1 CE) en
1949; el Banco Central de Costa Rica (BCCR)
en dos fases, 1951 y 1953; el Consejo Nacio-
nal de Producción (CNP) en 1956, entre otras.
Se habían promulgado la Ley de Protección y
Desarrollo Industrial (1959) y la Ley de Tie-
rras y Colonización (1961). Costa Rica había
entrado a formar parte del Mercado Común
Centroamericano (1962).

El proyecto de ley de planificación que
se presentó en 1962 a la consideración de la
Asamblea Legislativa tenía dos características
sobresalientes: por un lado centralizaba una
cantidad considerable de autoridad en el Presi-
dente de la República, y por otro, tendía a
restringir la autonomía de las instituciones au-
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tónornas, entre las cuales se contaban las ban-
carias (ya que en 1948 se habían estatizado
los depósitos bancarios, y pocos años después,
se había creado el Sistema Bancario Nacional,
de banca "nacionalizada"). La orientación ide-
ológica del proyecto, como claramente queda-
ba expresado en su exposición de motivos era
cepalina, desarrollista; buscaba además para la
oficina de planificación poderes que resolvie-
ran el problema de la dispersión del poder es-
tatal que a la sazón existía, tanto en el gobier-
no central como en el amplio sector descentra-
lizado.

Entre los rasgos sobresalientes del esque-
ma institucional propuesto por el proyecto de
Ley de Planificación, estaban los siguientes:
En primer lugar, se le otorgaba a la oficina, la
cual a su vez sería una dependencia directa-
mente subordinada al Presidente de la Repú-
blica, control decisivo sobre el gobierno cen-
tral: la OFIPLAN (como llegó a llamarse) ten-
dría la potestad de preparar los anteproyectos
de presupuesto nacional, con lo cual la ofici-
na, naturalmente, tendría una injerencia direc-
ta en la confección de los planes anuales de
los ministerios. Por otro lado, en el proyecto
se trazaba una estructura que enlazaba las ofi-
cinas de planificación de cada ministerio, en
forma obligatoria (así como las de las institu-
ciones autónomas que voluntariamente 4 en-
traran a formar parte del sistema de planifica-
ción), todas ellas subordinadas al Departamen-
to de Coordinación de la OFIPLAN. Este de-
partamento estaría, en realidad, trazando di-
rectrices dentro de cada ministerio del gobier-
no central, así como en las instituciones autó-
nomas vinculadas al sistema.

Además del control mencionado, se pre-
veía otra estructura de control sobre las insti-
tuciones descentralizadas -y sobre el mismo
sector privado de la economía nacional- que
dominaría las posibilidades y el rumbo de su
futuro crecimiento. Se trataba del sistema de
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evaluación y financiación de proyectos especí-
ficos de inversión, y que funcionaría así: cual-
quier proyecto de inversión de los organismos
públicos o de personas privadas (físicas o jurí-
dicas) para fundar una nueva empresa o am-
pliar una existente, que deseare "alguna clase
de beneficio estatal", debería someterlo al es-
tudio del Departamento de Evaluación de Pro-
yectos de OFIPLAN. En este estudio debería
ponerse de manifiesto "la contribución del
respectivo proyecto al ingreso nacional; su im-
pacto sobre la balanza de pagos; su contribu-
ción a la solución del problema del desempleo;
su importancia para el desarrollo de las activi-
dades económico-sociales del país, y todo otro
efecto relacionado con los fines de la Oficina
de Planificación" (el fin de la oficina era "lo-
grar el desarrollo económico y social de Costa
Rica en la forma más eficaz"). El departamen-
to mencionado estaba obligado a pronunciarse
acerca de la prioridad de cada proyecto de in-
versión, según las disposiciones anteriores y de
acuerdo con los planes de desarrollo (de largo,
mediano y corto plazo). Los informes del de-
parta mente pasarían a un Comité Técnico de
Evaluación de Proyectos, asesor del Presidente
de la Repúbl ica, comité que tendría a su cargo
el señalamiento de la prelación de los proyec-
tos de inversión, tanto los públicos como los
privados. Este comité técnico estaría consti-
tuido por seis ministros, el director de OFI-
PLAN y tres jefes de departamento de esta ofi-
cina. por el gerente del Banco Central y un ge-
rente de los bancos comerciales del Estado (en
representación de éstos), y los gerentes de las
demás instituciones autónomas que solicitaren
su ingreso al comité y fueren admitidos por el
Presidente de la República. Los proyectos
aprobados por el comité técnico, pasarían al
Departamento de Financiación, encargado de
"examinar y sugerir las diferentes posibil ida-
des de financiar en el interior del país, o en el
extranjero" dichos proyectos. El agente finan-
ciero, tanto internamente como en el exterior,
sería el Banco Central de Costa Rica, o la ins-



tituci6n (bancaria) en que aquél delegare fun-
ciones. Las recomendaciones del comité técni-
co acerca de la prelaci6n de proyectos debían
presentarse al Presidente de la República,
quien, si lo consideraba conveniente, podía
consultar al Consejo de Gobierno antes de pre-
sentar la opini6n del Poder Ejecutivo sobre la
materia a las instituciones relacionadas con el
desarrollo de los proyectos.

Como se puede apreciar, este esquema
aseguraba virtualmente el control del Gobier-
no sobre el Sistema Bancario Nacional, ya tra-
vés de éste sobre el conjunto de la economía
nacional, tanto en el sector público como en
el privado. Claramente percibi6 estas implica-
ciones el periódico La Nación cuando, en uno
de sus editoriales de ataque al proyecto de
Ley de Planificaci6n, señaló que si se diera el
caso de un Presidente que no usare escrupulo-
sa y honestamente el poder que dicha ley le
conferiría, "estaría en capacidad de enrique-
cerse sin esfuerzo y hasta sin escándalo y de
arruinar a sus adversarios".

Sin embargo, el proyecto original no
prosperó en la Asamblea Legislativa. Al con-
trario, fue modificado hasta tal punto que la
oficina que se creó resultó con una fracción
insignificante de los poderes que inicialmente
se le habían previsto. En el proceso de modifi-
cación del proyecto fue decisiva la participa-
ci6n de tres grupos de presión importantes: el
diario La Nación, la Asociación Nacional de
Fomento Económico (ANFE) y la Cámara de
Industrias, cuyas objeciones al. proyecto origi-
nal fueron recogidas por diputados de las tres
fracciones legislativas mayoritarias, incluyen-
do la propia fracción parlamentaria oficialista,
la del Partido Liberación Nacional.

Lo que a primera vista pareciera sor
prender, no se presentaron divergencias sino,
por el contrario, acuerdos sustanciales en cuan-
to a las críticas y propuestas de enmienda al
proyecto de Ley de Planificación, entre, de un
lado, el centinela y el ideólogo (La Nación y la
ANFE, respectivamente) del bloque oligárqui-
co y liberal tradicional, y de otro lado, la Cá-
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mara de Industrias -grupo de presión de la jo-
ven burguesía industrial costarricense-, pese a
que tanto aquéllos como la Cámara eran repre-
sentantes de fuerzas sociales diversas y contra-
dictorias.

No obstante, cabe observar que sí hubo
divergencias importantes en el seno de los par-
tidos poi íticos mayoritarios, el Unión Nacio-
nal, el Republicano y Liberación Nacional (lo
que revela, entre otras cosas, la heterogenei-
dad de fuerzas sociales y poi íticas que se cobi-
jan bajo una misma bandera partidaria en
nuestra poi ítica nacional).
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En general, los diputados de oposición
que asumieron la defensa en este asunto del
bloque oligárquico tradicional, estaban intere-
sados en obtener los fondos de laAlianza para
el Progreso, y sabían que dicha ayuda finan-
ciera estaba condicionada a la creación de una
oficina de planificación en el país.

Su táctica consistió en irle quitando, en
la discusión del proyecto, todas las atribucio-
nes que se le querían dar a la oficina, tendien-
tes a central izar el poder estatal y a establecer
el control gubernamental sobre el sector des-
centralizado de instituciones autónomas, par-



ticularmente las del Sistema Bancario Nacio-
nal. Lograron eliminar -en paradójica alianza
con los diputados que defendían los intereses
de la burguesía industrial en ascenso- la
"componente mala", es decir, el aparato insti-
tucional que habría posibilitado una efectiva
planificación de orientación desarrollista, de-
jando, sin embargo, la "componente buena", a
saber, un "cascarón" formal de oficina de pla-
nificación, necesario para obtener dineros de
la Alianza para el Progreso.

Dicho escuetamente, puede verse la des-
naturalización del proyecto original a través
de las siguientes modificaciones:

legiadas, como el Presidente con un Ministro,
o el Presidente con el Consejo de Gobierno.
Esto de manera tal que, por ejemplo, en el ca-
so de la presentación de la opinión del Poder
Ejecutivo acerca de la prelación de los proyec-
tos de inversión públicos y privados que reci-
birían el apoyo del Estado, se incluyó la con-
sulta obligada del Presidente de la República
al Consejo de Gobierno, donde antes esa con-
sulta era optativa. Dicho cambio fue incluido a
sabiendas de que -como lo había señalado La
Nación- es frecuente que el nombramiento de
algunos ministros sea impuesto al candidato
presidencial triunfador en las elecciones.

Segundo, se hizo precisamente lo que no
querían los proponentes del proyecto, a saber,
darle a un ministro la titularidad de la oficina,
abriendo así, por un lado, las posibilidades de
control legislativo (a través de las interpelacio-

---~------------------ .••nes que la Asamblea Legislativa está constitu-
cionalmente facultada para hacer a los minis-
tros de gobierno) y por otro, de las posibilida-
des de conflictos de poder entre la oficina y
otros ministerios: al darle al director de la ofi-
cina, el rango de ministro, que -como hemos
señalado- en el proyecto original estaba direc-
tsrnente subordinado al Presidente de la Repú-
blica, y por ello teóricamente tendría el res-
paldo de la más alta jerarqu ía del gobierno
central, para el efecto de reunirse con tal cal i-
dad en el Consejo de Gobierno, colocaba al di-
rector de OFIPLAN al mismo nivel que los
otros ministros, abriendo así el flanco a los ro-
ces y conflictos de poder interministeriales.

Primero, donde el proyecto centralizaba
autoridad en la Presidencia de la República, la
ley diluyó tal autoridad en diversas formas co-

Tercero, se debilitaron considerablemen-
te, casi se sustrajeron los dos mecanismos deci-
sivos de la oficina para controlar y guiar la ac-
tividad del gobierno central; verbigracia, la
función presupuestaria y la función de coordi-
nación. No hace falta recordar que ambas pre-
tensiones del proyecto eran, aparte del desa-
cuerdo político que engendraron, muy poco

_____________________ ~ realistas: en el caso de la confección del ante-
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proyecto de presupuesto, existían (y existen)
limitaciones constitucionales muy claras. Se-
gún el artículo 177 de la Constitución Poi íti-
ca, la confección del anteproyecto de presu-
puesto le corresponde a cada ministerio, y del
proyecto de presupuesto nacional presentado
a la Asamblea Legislativa para su aprobación,
le corresponde a la Oficina de Presupuesto Na-
cional, cuyo director es nombrado por un pe-
ríodo de seis años por el Presidente de la Re-
pública. Las atribuciones que en este sentido
se quería darle a la Oficina de Planificación no
eran, pues, constitucionalmente aceptables.
En el caso de la función de coordinación, la
estructura que el proyecto pretend ía crear ha-
bría provocado conflictos de jurisdicción ad-
ministrativa insalvables, entre la Oficina de
Planificación, y los ministerios e instituciones
autónomas vinculados al sistema.

Cuarto, se ensanchó el marco institucio-
nal de influencia de la empresa privada, tanto
en el proceso de revisión de la prelación de los
proyectos específicos de inversión, como en la
confección de los planes, agregando a esta in-
fluencia otras influencias externas (de las enti-
dades descentralizadas), todas ellas orientadas
a diluir la fuerza decisoria del gobierno.

Quinto, todo el esquema de influencia y
casi de control gubernamental sobre el otorga-
miento de crédito bancario fue sustituido, en
todas sus instancias decisivas, por un esquema
que garantizaba la permanencia de los criterios
comerciales tradicionales de concesión de cré-
ditos en la banca nacional. El proyecto fue
modificado en este aspecto, por una parte, ha-
ciendo explícito en el texto de la ley aprobada
que por "beneficio estatal" no se entendía
crédito bancario; y por otra parte, sujetando
los proyectos de inversión de la empresa priva-
da a la aprobación del Comité Técnico de Eva-
luación de Proyectos sólo para efectos de su
financiación en el exterior.
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Sexto, se diluyó en general la posibili-
dad de influencia de la oficina en las institu-
ciones autónomas. Uno de los más graves pro-
blemas que tenía que afrontar un proyecto ce-
palino de desarrollo y planificación en Costa
Rica era e1de la dispersión del poder estatal (y
ya para 1963 le correspond ía al sector descen-
tralizado un 45 % de los egresos efectivos del
sector público). La respuesta que le dieron los
"cuadros de estudio" del Partido Liberación
Nacional a este problema fue en términos de
un proyecto de ley de planificación centrali-
zante. Pero se toparon con otras fuerzas poi í-
ticas y sociales que querían precisamente man-
tener esa dispersión, y la influencia de estas
fuerzas fue decisiva en la redacción final que
tomó la ley.

Aunque el Partido Liberación Nacional
disponía de la mayoría de votos en la Asam-
blea Legislativa, necesaria para aprobar el pro-
yecto tal y como fue presentado por el Poder
Ejecutivo, cedió a las presiones ejercidas sobre
su fracción parlamentaria y sobre el gobierno,
y aceptó las modificaciones requeridas por la
oposición en todos los puntos más importan-
tes del proyecto. (La compensación inmediata
y visible que recibió la fracción parlamentaria
liberacionista y con ella el gobierno, fue la
aprobación casi unánime del mismo, ya desna-
tural izado.)

El Partido Liberación tuvo una división
entre sus filas de diputados en torno a este
proyecto, ya que aunque provenía de altos
funcionarios de su propio partido en el gobier-
no, hubo diputados liberacionistas que acogie-
ron las objeciones y críticas que hadan los
grupos de presión ya mencionados al proyec-
to, incluyendo La Nación, órgano de prensa
del bloque tradicional, amparado sobre todo
en los diputados del Partido Unión Nacional,
y la Cámara de Industrias, órgano de la joven
clase burguesa industrial, en parte hija del pro-



yecto político populista, y amparada política-
mente por el Partido Liberación Nacional.

El acuerdo que se presentó en la Asam-
blea Legislativa entre los diputados oficialistas
y los de oposición en torno al proyecto de
Ley de Planificación, fue un producto y un re-
flejo, a nuestro juicio, de una transacción de
clases que ya existía desde antes, realizada
fundamentalmente entre el viejo bloque tradi-
cional agroexportador y comercial-importador,
el cual había detentado en forma prácticamen-
te indisputada el control político del país has-
ta 1948 Y un nuevo sector de empresarios po-
litícos 5, que se abrieron campo en la estruc-
tura nacional de poder a partir de esa fecha
(en parte producto del ascenso de sectores
medios y su posterior diferenciación clasista),

que dominaban el PLN en el tiempo de la dis-
cusión del proyecto. La transacción entre el
bloque tradicional y los empresarios poi íticos
consistía en mantener la estabilidad de la es-
tructura poi ítico-institucional del Estado, da-
da por la Constitución Política de 1949. Esta
estructura permitía que, dentro del marco de
alternabil idad en elpoder dado por el régimen
electoral, siempre quedara una cuota significa-
tiva de ese poder en manos del partido -y de
los sectores sociales por él representado- que
quedara en la oposición: en primer lugar en la
Asamblea Legislativa, en segundo lugar en las
instituciones autónomas (y semiautónomas,
que son prácticamente lo mismo) incluyendo,
naturalmente, la banca nacionalizada, y en ter-
cer lugar en las municipalidades. De esa mane-
ra, el poder siempre estaría compartido por



los dos sectores poi íticos fundamentales. La
razón primordial del fracaso del proyecto de
sistema de planificación fue que atentaba con-
tra este marco poi ítico-institucional. Detalle-
mos un poco más esta hipótesis.

Como hemos señalado, el marco dado
por la Constitución de 1949 era relativamente
flexible; posibilitaba institucionalmente que el
poder fuera siempre compartido entre el blo-
que dominante tradicional, de corte poi ítico
liberal de viejo cuño, y los nuevos sectores me-
dios en ascenso (algunos ya empresariales, de
tipo nuevo) que irrumpieron en la escena poi í-
tica nacional durante los años cuarenta, hasta
tomar el poder momentáneamente en 1948,
para luego replegarse, pero ya dentro de un
nuevo ordenamiento de las fuerzas sociales y
políticas del país que garantizaba su cuota de
poder para los años venideros. Dentro del nue-
vo sistema constitucional, que incluía el régi-
men electoral, el poder se compartía (y se
comparte todavía, pero en una forma algo di-
ferente), así: en la Asamblea Legislativa y en
las Municipal idades, evidentemente, porque
existía la posibilidad y -lo que es de suma
importancia- la probabilidad electoral de que,
ganase quien ganase las elecciones, el PLN o la
"oposición" (el Unión Nacional y el Republi-
cano en ese tiempo, ya que en ambos partidos
tenía "cartas" la vieja oligarquía) se diera un
reparto bastante equilibrado de poder en el
Congreso y en los gobiernos locales. En las ins-
tituciones autónomas -y dentro de éstas te-
nían particular importancia, por ser factor de
sus respectivas reproducciones y fortaleci-
miento como clases, la banca- el poder se
compartía por dos características principales:
la primera, que los nombramientos de sus jun-
tas directivas no coinciden con los cambios de
gobierno cada cuatro años, tanto porque los
términos y fechas de nombramiento son dis-
tintos, como porque las renovaciones son pro-
gresivas, es decir, siempre parciales y no tota-
les. Ganase quien ganase las elecciones, siem-
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pre era probable que la oposición al partido
triunfador tuviese gente suya en las directivas.
Así, por ejemplo, en 1962 (año en que se dis-
cutió el proyecto de Ley de Planificación), la
Junta Directiva del Banco Central tenía seis
directores liberacionistas (dos de ellos delega-
dos exoficio: el Ministro de Hacienda y un re-
presentante de los bancos comerciales), un
calderonista (Partido Republicano) y dos del
Unión Nacional (uno de estos dos últimos era
exoficio, ya que era otro representante de los
bancos comerciales).

El proyecto de Ley de Planificación no
variaba los períodos o el mecanismo de nom-
bramiento de los directores de las autónomas,
pero sí abría la posibilidad, de hecho, de res-
tarles autonom (a. Esto indudablemente alar-
mó al centinela del bloque ologárquico, La
Nación, el cual sentenció en su sexto y últi mo
editorial de ataque al proyecto: " ... Ie da un
poder absoluto al Presidente de la Repúbl ica
sobre las instituciones autónomas cuya auto-
nomía desaparece. Además se abre el camino a
una influencia del Poder Ejecutivo, de carácter
personal, puesto que se concentra en el Presi-
dente de la República, que se extendería hasta
los campos de la actividad privada. Por eso he-
mos calificado esta ley como de inspiración
totalitaria".

La estructura constitucional del Estado
que permitía el equilibrio de poder interbur-
gués estaba siendo socavada por el proyecto.
De all í la oposición tan cerrada de La Nación
contra los aspectos del proyecto de ley de pla-
nificación que atentaban, o parecían atentar
contra ese equilibrio, particularmente en cuan-
to al Sistema Bancario Nacional se refería, ar-
teria de preservación y reproducción de las
clases cafetalera y comerciante. Un Presidente
con los poderes que quería darle el proyecto
podría "arruinar a sus adversarios", decía La
Nación. Con mucha mayor razón podía sentir
el poderoso diario fundados sus temores, por



cuanto el PLN tenía mayoría en el Banco Cen-
tral, y por la reciente (en ese momento) y
abrupta destitución de que fue objeto el exvi-
cepresidente de la República, de la administra-
ción inmediatamente anterior, destitución
como director de la Junta Directiva del Banco
de Costa Rica.

El rol de la AN FE fue parecido al de La
Nación, pero, si se nos permite cierta dosis de
libertad en el uso de los términos, demasiado
"ideológico", por purista, y no suficientemen-
te "poi (tico", De all í que cuando uno de los
diputados del Unión Nacional quiso defender
la tesis anfista de aceptar la vinculación obliga-
toria de las autónomas al proceso de planifica-
ción -que la ANFE había propuesto con la
perspectiva de aumentar la eficiencia y restrin-
gir el gasto estatal- pero sin reparar que tal
cosa era imposible sin a la vez sujetar a-control
gubernamental a las instituciones bancarias, se
encontró con la oposición de sus propios com-
pañeros de fracción.

Tanto la ANFE como La Nación distin-
guían al menos dos sectores en el PLN. No es-
catimaron en elocuentes protestas de que no
ten ían duda alguna sobre el credo democráti-
co y la honestidad personal del presidente
Francisco Orlich, pero que temían lo que po-
dría pasar si el poder cayera en manos de un
gobernante "inescrupuloso" o "de tendencias
ideológicas diferentes". Nunca enfilaron sus
nutridas baterías en la campaña contra el pro-
yecto, contra el primer mandatario. Insistie-
ron repetidamente en la "inconsecuencia doc-
trinaria" del PLN en cuanto a las instituciones
autónomas, como si con ello se le estuviera lla-
mando la atención a algún sector importante
del partido en el poder, distinto al sector que,
por la vía del Presidente de la República, pre-
sentaba el proyecto de ley de planificación.

Efectivamente, tal dualidad de sectores
existía en el seno del PLN, y a nuestro juicio,

la 01igarquía estaba plenamente consciente de
ello. Eran el sector de empresarios politicos y
el de politicos empresarios. Ambos han llega-
do hoy día, prácticamente, a fraccionar el
PLN. El sector de empresarios poi íticos, enca-
bezado por Figueres y por Orlich fue el que,
luego de abrirse paso para alcanzar el poder
político en 1948, tenía por programa desarro-
llar el capitalismo privado autónomo en Costa
Rica, apoyándose en el Estado para tal final i-
dad, y constituyéndose como nuevos empresa-
rios capitalistas vinculados a actividades no
tradicionales, tanto agropecuarias como indus-
triales y comerciales. Pese a las intenciones de
este sector de desarrollar un capitalismo priva-
do autónomo de inspiración aprista. las cond i-
ciones históricas ya no estaban dadas en Amé-
rica Latina para tal proyecto político: habían
claros límites impuestos por la existencia del
imperialismo, particularmente, por la penetra-
ción del imperial ismo norteamericano en el
continente. Esto llevó a los empresarios polrti-
cos por un camino diferente del que se habían
propuesto. Como dice Rodolfo Cerdas: "To-
mados entre las imposibilidades de un desarro-
110capitalista pleno e independiente de un la-
do, y las aspiraciones crecientes generadas por
ellos mismos entre las amplias masas populares
por otro, los populistas optaron por un asis-
tencialismo social que resultaba, a mediano o
largo plazo, según las condiciones poi íticas na-
cionales, insostenible y generador de burocra-
cia. Incapaces de promover un desarrollo eco-
nómico real de tipo capitalista, no por no aspi-
rarlo sino por carecer de fuerza para ello,
nuestros popul istas se vieron forzados a am-
pliar al infinito el aparato estatal, convertido
en el único botín poi ítico real para sus parti-
darios y en la única fuente masiva de empleo
para quienes demandaban su incorporación al
mercado de trabajo. Cediendo ante las presio-
nes del capital extranjero, encontraron un re-
ducto para reclamar su coto nacional de activi-
dad: nuevamente el Estado. Todo lo cual pro-
movió un gigantismo estatal que disfrazó al
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asistencialismo populista de socialismo demo-
crático y sentó las bases para crisis profundas
insalvables por la vía populista".

Al amparo de este crecimiento estatal,
comenzó a surgir otro sector, el de los poi íti-
cos empresarios, cuya base de poder y benefi-
cio, explotación y acumulación, según Cerdas
los define, es el aparato del Estado. Este sec-
tor, políticamente representado por el hoy ex-
presidente Oduber, llegó a cristalizarse como
una nueva fracción de clase -la burguesía bu-
rocrática- gracias al primer triunfo consecuti-
vo que obtuvo el PLN en 1974, que rompió la
efectiva alternabilidad en el poder que había
caracterizado a la vida poi ítica nacional desde
1948.

Este sector de poi íticos empresarios te-
nía intenciones claras de eliminar la dispersión
del aparato estatal. Así se desprende del pro-
gídma de gobierno de don Daniel Oduber
lanzado en la campaña electoral (que perdió
el PLN) de 1965-1966. Este programa incluía
medidas para fortalecer al Poder Ejecutivo, así
como para lograr una "coordinación efectiva
entre el Poder Central e Instituciones Autóno-
mas"; all í se encuentran propuestas de un pa-
rentesco muy cercano a la Ley de Presidentes
Ejecutivos (No. 5.507 de 1974), la cual conso-
lidó el control del Presidente de la República
sobre las instituciones autónomas.

No es de extrañar, pues, que luego de
haber calificado de "totalitario" el proyecto
de Ley de Planificación en 1962, la oligarquía
calificara en 1965 de "comunista" al entonces
candidato del PLN, como lo puede recordar
cualquier costarricense que presenció esa cam-
paña electoral. Este era, en nuestra opinión, el
sector de "tendencias ideológicas diferentes" a
las del entonces presidente Orlich, el sector
que estaba promoviendo una inconsecuencia
doctrinaria fundamental en el seno del partido
que había nacido del "Movimiento de Libera-
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ción Nacional". La Nación había hecho la agu-
da observación en su último editorial sobre el
proyecto de que: "Emitirlo o aprobarlo tal
cual está el articulado, sería abocarse a dos po-
sibilidades; o que no se aplique, por la imposi-
bilidad de ponerlo en práctica, o que al inten-
tar apl icario, a raja tabla, se incurra en viola-
ción de numerosas leyes orgánicas y de la pro-
pia Constitución".

En efecto, el primer paso dado en el ca-
mino de limitar la autonomía de las institucio-
nes se dio en 1968: se reformó, mediante la
Ley No. 4.123 del 31 de mayo, el artículo
188 de la Constitución Poi ítica, quitándole a
las instituciones autónomas su autonomía en
materia de gobierno -o sea en materia de po-
I ítica- y dejando la autonom ía en materia de
administración. El paso se dio con el apoyo de
diputados del Partido Unificación Nacional
(heredero del Unión Nacional y del Republica-
no). cuando se estaba perfilando su alianza, en
calidad de partido subordinado, con el Partido
Liberación Nacional. Esta alianza fue recom-
pensada con la famosa "Ley 4/3" (No. 4.646
del 20 de octubre de 1970), promulgada al
principio del gobierno del señor Figueres, ley
que garantizaba al Unificación Nacional el
nombramiento de tres de cada siete directores
en una serie de instituciones autónomas. (Cua-
jada la alianza, el bloque tradicional quiso re-
cuperar el Partido Unificación, pero finalmen-
te terminó, en las elecciones de 1978, apoyan-
do a un partido nuevo: Unidad.) Lo que es un
hecho significativo, el segundo paso -el decisi-
vo- hacia la centralización no lo dio el presi-
dente Figueres (1970-1974), lo dio el presi-
dente Oduber (1974-1978) con la "Ley de
Presidentes Ejecutivos" y con ésta, se consoli-
dó finalmente el control de las instituciones
autónomas por parte del Poder Ejecutivo.

Es posible que, en una primera fase, no
tuviera una manifestación aguda la contradic-
ción entre poi íticos empresarios y empresa-



rios poi íticos, cuando éstos estaban desarro-
llando la ampliación del aparato del Estado
con las "corporaciones de gestión técnica au-
tónoma", como las llamaba el viejo programa
centrista, ya que este proceso pod ía corres-
ponder a los potenciales intereses de fracción
de clase dominante de aquéllos. Pero en una
segunda fase, producida la diferenciación in-
trapartidaria, se produjo la contracción (que
se muestra con particular agudeza ahora en el
PLN) cuando lo que les convenía a los poi íti-
cos empresarios no era ya la prol iferación des-
central izada de instituciones, sino lo contra-
rio: creadas éstas, asegurar su control centrali-
zado.

También debe añadirse que en ambas fa-
ses, este proceso fue interpretado y promovi-
do por cuadros técnicos de buena fe, como un
avance progresivo dentro de una estrategia
"democrática" de desarrollo al estilo cepalino.

La Cámara de Industrias estuvo en todos
los aspectos esenciales de crítica al proyecto
de ley, de acuerdo con La Nación. Esto es apa-

rentemente paradójico porque, zcómo es posi-
ble que, si la vieja oligarquía y los nuevos in-
dustriales eran fracciones de la clase burguesa
costarricense contradictorias entre sí, pasaran
en este proceso a ser aliados? Pero en realidad,
esta alianza momentánea existió precisamente
por el proceso más amplio de contradicción
permanente. El sector industrial, que en 1962
apenas comenzaba a parir la burguesía geren-
cial, estaba cobijado políticamente por el PLN
+incluso algunos empresarios potíticos eran
industriales- y es posible que, de haberse
aprobado el proyecto como fue presentado, se
habría beneficiado un poco más, en términos
de créditos, durante el gobierno de Orlich. In-
dudablemente, los industriales estaban intere-
sados en obtener apoyo estatal para su activi-
dad económica, y en importantes aspectos lo
habían conseguido: en lo fiscal, en infraestruc-
tura y servicios, etc., y en materia de crédito
también. Pero los intereses de plazo largo pre-
valecieron sobre los de plazo corto. Porque,
zqué pasaría si se le diera efectivamente el po-
der al gobierno, que quería darle el proyecto
de Ley de Planificación, en el caso de que el
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PLN perdiera -como efectivamente perdió-
las elecciones siguientes de 1966? Es cosa acla-
rada por el doctor Samuel Stone en su libro
La dinastía de los conquistadores que los cafe-
taleros no tenían ningún interés en volcar sus
inversiones hacia el sector industrial. Era pre-
ferible, lógicamente, mantener los términos
del pacto político-social que habían hecho los
empresarios poi íticos y el viejo bloque domi-
nante. Posiblemente este no era el único moti-
vo por el cual la burguesía industrial estaba re-
ticente respecto del proyecto; hubo quizás
otros factores complementarios que tuvieron
su influencia. Por ejemplo, que, ciertamente,
por esos años la misma palabra "planifica-
ción" despertaba sospechas y cierta alarma. La
CEPAL dedicó mucho esfuerzo para persuadir
a los empresarios latinoamericanos de lo con-
trario. Y además, como lo había señalado años

antes Rodrigo Facio, al tildar de "tímido y co-
barde" al capital costarricense, esta fracción
de nuestra burguesía nunca tuvo la audacia de
sus homólogos en otras latitudes.

A ninguno de los sectores sociales y po-
líticos principales del país, al inaugurarse la dé-
cada de los sesenta, le convenía los términos
del proyecto de Ley de Planificación presenta-
do. Prudentemente, los unos aceptaron la exis-
tencia de la oficina, y le hicieron el favor al
gobierno de aplaudirle públicamente su inicia-
tiva; los otros, aceptaron todas las modifica-
ciones solicitadas, hasta quedar el proyecto en
el cascarón y nada más. En lo concerniente a
los proponentes del proyecto, tuvieron que Ii-
mitarse a salvar del ahogado el sombrero, y es-
perar tiempos mejores.



1. El Foreign Assistance Act, promulgado en 1962
por -el congreso estadounidense, mandaba al
Presidente de los Estados Unidos cercenar to-
da ayuda a cualquier país que nacionalizara, o
colocara cargas tributarias "excesivas" sobre
las corporaciones operando en su territorio,
cuyas acciones pertenecieran en más de un
50 % a estadounidenses. Un año más tarde,
dicha ley se reformó, incluyendo una nueva
norma-según la cual ningún tipo de ayuda po-
dría ser suministrada a cualquier país que fini-
quitara contratos existentes con compañías
norteamericanas. Esta enmienda estaba dirigi-
da contra los gobiernos de Perú y especial-
mente Argentina; en este último país, conce-
siones petroleras entregadas ilegalmente por el
gobierno de Frondizi en 1958 a compañías
norteamericanas habían sido canceladas por el
recién electo gobierno de lllia en 1963. Este
tipo de medidas se veían acompañadas a veces
por golpes de Estado, como sucedió en Hon-
duras, con el derrocamiento del gobierno re-
formista de Villeda Morales por López Arella-
no.

2. Aparte de lo ya dicho acerca del Foreign
Assistance Act, es interesante ver que en el ca-
so de Guatemala, por ejemplo, la nueva ley de
impuesto sobre la renta, tenía tantos resqui-
cios, que hubo acuerdo unánime entre los ex-
pertos estadounidenses y los abogados locales,
acerca de que las empresas en 1963 pagarían
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menos impuestos que en los años anteriores
bajo la vieja ley de impuestos sobre las utili-
dades empresariales. Por lo demás, en aquellos
lugares donde las nuevas leyes tributarias no
podían ser tan fraudulentas, los nuevos im-
puestos no podían llegar a ser demasiado altos
sin entrar en conflicto con uno de los princi-
pales objetivos de la Alianza, el del estímulo a
la empresa privada, atraída a invertir en Lati-
noamérica por la bajísima tasa impositiva im-
perante.

3. Los proyectos más importantes fueron tres:
dos dentro de una perspectiva afín a la cepali-
na (un proyecto de Oficina para la Programa-
ción del Desarrollo Económico de Costa Rica,
formulado por el Lic. Raúl Hess; y el proyec-
to presentado por el Lic. Rodrigo Facio en su
conocido ensayo Planificación económica en
régimen democrático) y un tercer proyecto,
formulado desde una perspectiva más liberal,
del Lic. Wilburg Jiménez en su pequeño libro
Planificación operativa o caos nacional

4. O sea, según la correlación de fuerzas en las
respectivas juntas directivas de las institucio-
nes autónomas.

5. Según terminología acuñada por el doctor Ro-
daifa Cerdas Cruz en su ensayo Costa Rica:
problemas actuales de una revolución demo-
crática.
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